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El ordenamiento jurídico, entendido como normatividad, no es una obra

enteramente racional ni constituye enteramente un sistema.

Más bien, dentro del conjunto total hay subconjuntos sistemáticos y otros asistemáticos.

A veces, falta entre ellos la debida o necesaria coordinación. Sin embargo,

aunque no sea una obra enteramente racional, tampoco puede decirse que sea

puramente espontáneo y orgánico, pues en su nacimiento

ha tenido decisiva influencia la razón humana.

Luis Díez-Picazo, Experiencias jurídicas y teoría del Derecho, Ariel, 1999 (pág. 195)
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Introducción 



El Tratado de Maastricht, ratificado en 1992, formaliza la Unión Monetaria Europea (UME), proceso de integración política económica que ha implicado seguramente una de las mayores transformaciones de las constituciones económicas de los Estados miembros, a la vez que ha contribuido a pergeñar una auténtica Constitución económica europea. El significado de la UME trasciende con creces el ámbito presupuestario, y aunque no es objeto de este trabajo el examen crítico de este proceso de integración económica, sí se prestará minuciosa atención al cambio de dirección estructural que ha supuesto en el proceso de integración europea, hasta el punto que se ha podido decir que, en sí misma, la unión monetaria es un auténtico test del funcionamiento de buena parte de los principios comunitarios básicos, tales como la autonomía institucional, la distribución de competencias y la subsidiariedad  (1) .

Al mismo tiempo, la UME ha contribuido a que se conforme un modelo económico inédito en los Estados de nuestro entorno, con la escisión de la política monetaria y la política económica, quedando la primera en manos del Banco Central Europeo (BCE), cuyo principal cometido es vigilar la estabilidad de precios a través del establecimiento del tipo de interés monetario, y la segunda, la política económica, en principio en manos de los Estados miembros, aunque puede afirmarse que se encuentra en un proceso de comunitarización intenso, que si bien no sigue los cauces legislativos de cualquier redistribución de competencias, sí está produciendo similares efectos, hasta el punto de que en muchos ámbitos no puede ya hablarse, estrictamente, de política económica de los Estados.

La creciente coordinación de la política económica de los Estados miembros se produce en diversos ámbitos, bajo el paraguas de lo establecido en los arts. 2 a 4 y 98 y 99 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea (TCE), que exigen a los Estados miembros a llevar a cabo sus políticas económicas en estrecha coordinación con el resto de Estados, de conformidad con el respeto al principio de una economía de mercado abierta y de libre competencia, y comprometiéndose a respetar una serie de principios rectores de la economía, que son los «precios estables, finanzas públicas y condiciones monetarias sólidas y balanza de pagos estable» (art. 4.2 TCE). Estos principios se concretan en una obligación, la de que los Estados miembros consideren sus políticas económicas como «una cuestión de interés común» y las coordinen en el seno del Consejo (art. 99 TCE).

En este contexto, y con carácter instrumental a dicha coordinación, y complementario a la UME, el art. 104 establece el mandato a los Estados de evitar los déficits excesivos. Al objeto de controlar el cumplimiento de ese objetivo fundamental, el precepto, de redacción reglamentista, vincula el déficit con el endeudamiento y establece un procedimiento para que la Comisión y el Consejo puedan coordinar y ejercer presión sobre los Estados que incumplan este mandato. Este artículo no fija ninguna proporción ni define qué deba entenderse por déficit excesivo. No sería hasta 1997, con la aprobación del denominado Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC), que esta proporción se establecería en el 3 por cien, y se vincularía, también como límite máximo o techo, al 60 por cien de endeudamiento.

Los citados mandatos han dado lugar a un proceso de coordinación de políticas presupuestarias en los Estados miembros que afecta tanto al resultado de sus Presupuestos (déficit/endeudamiento) como, de manera particularmente minuciosa, a los procedimientos presupuestarios, que pasan ahora a formar parte de un procedimiento más amplio a nivel comunitario.

Este proceso de coordinación plantea preguntas que, al menos en nuestro país, han recibido escasa atención doctrinal en contraste con su relevancia, habida cuenta que España es uno de los Estados que más ha visto transformado su ordenamiento jurídico del gasto público. Esto último es debido, entre otras, a dos razones: la ausencia de un principio, e incluso de una cultura de estabilidad presupuestaria en la Constitución y en la práctica legislativa, por un lado, y la creciente descentralización política y económica que ha supuesto la formación del Estado de las autonomías, sin parangón evidente en ningún otro Estado de la Comunidad europea, por otro.

Para examinar la relevancia de esta incidencia debe partirse de un dato de la mayor relevancia, y es que el gasto público es la rama del Derecho financiero con capacidad real para actuar como «palanca de cambio social»  (2) , frente a un sistema de ingresos cuyas posibilidades de modificar el estado inicial de las cosas es, en el mejor de los casos, marginal. El contraste entre esta asimétrica importancia real de las dos ramas, la del ingreso y la del gasto, en relación con su capacidad de cumplir los fines del Estado social, se ha intensificado en las últimas décadas. A ello ha contribuido, entre otros factores, la conocida erosión de las bases imponibles de los impuestos tradicionalmente considerados más justos en el sistema tributario, o de mayor potencial distributivo de la renta, como el impuesto sobre la renta personal o el impuesto sobre sociedades. En un contexto de creciente integración económica entre los diversos Estados, derivada de una mayor relación entre las diferentes economías (globalización económica), los fenómenos de competencia fiscal, inter alia, han cobrado dimensiones que hasta ahora eran desconocidas. De ahí que, incluso limitándonos al ámbito de la Unión Europea, sea posible calificar estos fenómenos de auténtica revolución tributaria que está alterando el patrón de distribución de capacidades fiscales de manera seguramente irreversible  (3) . Desde esta perspectiva, sólo relativamente reciente, cobran renovada importancia los análisis del gasto público. En España, relevantes aportaciones han puesto de relieve la relevancia de un Derecho de los gastos públicos, y facilitado la construcción de unos sólidos cimientos para un desarrollo analítico del gasto público  (4) .

Sin embargo, tales esfuerzos en la literatura especializada seguramente no han sido suficientes para consolidar su armazón dogmático, en términos comparables al ya existente en el ámbito de los ingresos públicos, y en especial, el Derecho tributario, cuyo examen ha sido considerablemente más intenso, de manera que el Derecho financiero en España sigue siendo fundamentalmente, y quizá de manera creciente, un Derecho tributario. La complicación cada vez más evidente de los sistemas tributarios, agudizada con los fenómenos de descentralización competencial, de integración en la Unión Europea, y de internacionalización de la economía, la pérdida de importancia (en términos cualitativos, no sólo cuantitativos) de otros ingresos no tributarios, como los patrimoniales o los ingresos derivados de los monopolios y seguramente también, desde una perspectiva docente pero no exenta de relevancia práctica, por lo que al desarrollo de la investigación se refiere, la creciente concentración de los programas de la asignatura que se imparten en las facultades de Derecho en España, han contribuido a la especialización preferentemente tributaria del Derecho financiero. De ahí, y entre otras razones, la sostenida pérdida de importancia del estudio del Derecho del gasto público en la academia española (5).

De una manera aún tímida, el debate sobre la relevancia del gasto público y el análisis de su régimen jurídico han recuperado vitalidad en los últimos años a consecuencia de la integración de nuestro sistema jurídico con el Derecho comunitario. Es indiscutido hoy que la integración de España en la Unión Europea ha dado lugar a una auténtica transformación de nuestro derecho Financiero, y el Derecho de los gastos públicos se ha visto particularmente afectado por ella. Qué se gasta (y cómo), encuentran la más estrecha delimitación en el Derecho comunitario. Esta incidencia tiene diversas vertientes, no carentes de conexiones entre sí, que conviene resaltar desde el principio, y que ha dado lugar a una transformación radical en nuestro Derecho del gasto público cuyo examen no pretendemos agotar aquí  (5) .

Por un lado, desde una perspectiva puramente material, qué se gasta y también qué se debe gastar no sólo viene delimitado por nuestra Constitución, sino que está estrechamente determinado por el marco jurídico comunitario, lo que se pone de manifiesto al menos en los siguientes ámbitos: en primer lugar, la existencia de una panoplia de recursos comunitarios, como por ejemplo los procedentes de los fondos estructurales  (6) , que establecen un alto grado de vinculación con respecto del destino del gasto. En segundo lugar, los diferentes compromisos asumidos por cada Estado miembro de los que derivan auténticas obligaciones jurídicas de realizar determinadas políticas. Los ejemplos son aquí interminables, hasta el punto de que puede afirmarse que abarcan todos los ámbitos materiales imaginables; sanidad, educación, consumo, etc. En tercer lugar, y desde una perspectiva negativa, existen diversas interdicciones de gastar derivadas de la prohibición de Ayudas de Estado, contenida en el art. 87 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea (TCE, en adelante) y que como es sabido tiene un alcance que trasciende estrictamente del gasto público, pues el concepto de Ayuda es amplísimo, precisamente para abarcar fenómenos de diverso tipo  (7) . Piénsese, finalmente en las restricciones existentes a la realización de políticas tributarias a través de los incentivos y demás beneficios fiscales, cuya adecuación al Derecho comunitario deberá ser examinada a la luz del principio de no discriminación y de las libertades comunitarias, como ha sucedido en los ya numerosos casos decididos por TJCE  (8) . Por otro lado, y desde una perspectiva procedimental del gasto público, que como veremos está conformada básicamente por el Derecho presupuestario, las transformaciones han sido igualmente diversas. Así, y aunque se trata de un proceso inacabado, la armonización de los sistemas contables europeos ha propiciado modificaciones en la estructura interna de los presupuestos.

El examen del conjunto de transformaciones en el gasto público en España a consecuencia de los factores citados y otros más es una línea de investigación poco explorada por el momento entre nosotros. El objetivo en este trabajo es relativamente modesto en relación con el alcance de las mutaciones del gasto público que derivan de la integración de nuestro país en la Unión Europea. En este análisis se prestará atención únicamente a uno de los aspectos del Derecho financiero comunitario que incide sobre el Derecho del gasto público español: la obligación, fundamentalmente de resultado, de articular el gasto de acuerdo con las exigencias de la estabilidad presupuestaria y las proyecciones que la existencia de esta obligación tienen sobre la ordenación presupuestaria, que han dado lugar a la incorporación a nuestro ordenamiento de una serie de normas, principios y reglas, encuadrables en la noción de estabilidad presupuestaria.

El trabajo pretende responder a tres preguntas. En primer lugar, indagar acerca de los modelos posibles de normas para el control del déficit y los problemas que cabe esperar cuando se incorporan a una constitución económica. La pregunta de fondo es si es posible limitar el déficit constitucionalmente. A esta cuestión se dedica el primer capítulo de la obra.

En segundo lugar, teniendo en cuenta la clase de normas constitucionales que en el Derecho comunitario establecen la exigencia de estabilidad presupuestaria, nos preguntamos qué obligaciones incorpora para los Estados miembros; qué significado e implicaciones tiene en la práctica la exigencia de estabilidad. La respuesta depende estrechamente de cuál haya sido el modelo de constitucionalización en la Unión Europea, cuyo examen es previo. Para responder a esta pregunta se ha examinado la relación entre la exigencia de estabilidad y el modelo económico o Constitución económica vigente en la Unión Europea, toda vez que la estabilidad no es más que, como veremos, la consecuencia, o una consecuencia más, de la coordinación de políticas económicas que constituye prius lógico del establecimiento de la moneda única. La respuesta a estas preguntas es objeto del segundo capítulo.

La tercera pregunta es cómo ha incidido en el régimen presupuestario español, y en el reparto de competencias financieras entre los diferentes órdenes de gobierno, el régimen jurídico-comunitario que contiene y desarrolla las exigencias de estabilidad presupuestaria. Para examinar esta cuestión es preciso indagar acerca del modelo de constitucionalización (impropia) de la estabilidad presupuestaria en España, en caso de que tal proceso haya existido. Sólo a partir de ahí es posible abordar el problema de la proyección territorial de este modelo y la discutida compatibilidad de las exigencias de estabilidad con la autonomía financiera de Comunidades Autónomas y Entidades locales. Finalmente, estaremos en posición de contrastar la normativa concreta de la estabilidad presupuestaria al objeto de indagar las transformaciones que han sido consecuencia del régimen jurídico-comunitario de estabilidad. Este último análisis se proyectará naturalmente sobre todas las fases del ciclo presupuestario, con la finalidad de ofrecer una visión cerrada, aunque sea también necesariamente abreviada, de la clase de incidencia que tiene el principio de estabilidad presupuestaria en el Derecho presupuestario español. A esto se dedica el último capítulo de la obra.

La relevancia, en la hora actual, de un estudio de estas características trasciende ampliamente el análisis de la (relativamente) reciente reforma de las Leyes de estabilidad presupuestaria, que entraron en vigor en 2007 y han sido aplicadas por primera vez en la elaboración de los Presupuestos para 2008, para encontrar su más cabal justificación en la persistencia de la citada deficiencia en el estudio del significado e implicaciones que para el gasto público tiene la estabilidad presupuestaria. En mi opinión, si el régimen jurídico del gasto público ha adolecido de un análisis fraccionado y en general insuficiente para dar respuesta a todos los problemas que esta rama del Derecho plantea, algo similar acontece en relación con el régimen jurídico de la estabilidad en la Unión Europea, lo que se ha debido al menos a tres órdenes de razones; en primer lugar, a una extendida tendencia a considerar los problemas de la estabilidad como una escenificación, bajo el velo de intricadas reglas financieras, del pulso político entre una Europa (antaño) más desarrollada y los nuevos Estados «del sur», tensión especialmente evidente a mediados de los años noventa, habida cuenta de la crisis económica y el contexto de una Europa con quince miembros, sustancialmente diverso al actual  (9) . Y lo cierto es que la evolución del denominado Pacto de estabilidad y crecimiento revela interesantes tensiones políticas en la Unión Europea, que dan una idea del significado del mismo para la política interna de los Estados miembros, así como de la clase de conflictos que pueden producirse a consecuencia de la traslación de estas reglas a los diferentes entes subcentrales en los Estados territorialmente descentralizados. Por poner algún ejemplo de este tipo de tensiones, el añadido de la referencia al crecimiento fue la condición de Francia, preocupada por la venta política del mismo a sus ciudadanos (y sindicatos), y se mantuvo así pese a que no hay una sola disposición en el Pacto que contenga una medida para el crecimiento económico más allá de la reiterada afirmación de que la consecución de la estabilidad ha de generar crecimiento. Estas tensiones ponen de relieve que la UME es primordialmente un proceso de integración política, pero ello no precluye, antes al contrario exige, un análisis jurídico de estos problemas.

En segundo lugar, la consideración del Pacto como un conjunto de reglas irremediablemente abocadas al fracaso, y de las que por lo tanto no merecía la pena ocuparse en serio desde una perspectiva jurídica. En efecto, desde su aprobación ha habido sectores muy diversos que se han mostrado sumamente críticos con el mismo. De «estúpido» lo calificó el anterior Presidente de la Comisión europea Romano Prodi (10) . O finalmente, prensa económica tan influyente como The Economist o Financial Times celebró lo que, tras su flexibilización en 2005, habría supuesto la muerte del Pacto (11) . La pasión que despierta esta normativa comunitaria seguramente ha entorpecido su análisis en profundidad, al menos desde el ámbito estrictamente jurídico.

En tercer lugar, la estrecha vinculación de la estabilidad a la integración monetaria en la Unión ha contribuido también a que el análisis se haya desmarcado de las implicaciones jurídicas, lo que es una interesante reminiscencia de un debate, entre nosotros ya superado, que negaría la condición jurídica a lo financiero, desde la perspectiva del gasto público  (12) , y en particular su integración como objeto de estudio de la Ciencia de la Hacienda, posturas entre las que destaca la de B. Griziotti, aunque como expone J. J. Bayona De Perogordo, el profesor italiano matizaría sus palabras al final de su vida, bajo el condicionante de que el estudio de tales gastos públicos se realizara en los «límites dentro de los cuales el conocimiento y el examen del gasto público pueda interesar al estudio financiero de los ingresos públicos y el conocimiento de los efectos comprensivos de los gastos e ingresos»  (13) .
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La constitucionalización de la estabilidad presupuestaria en el Derecho comunitario 



1.  INTRODUCCIÓN: ORIGEN Y SIGNIFICADO DE LA NOCIÓN DE «ESTABILIDAD PRESUPUESTARIA»

La aproximación al significado económico de las nociones de estabilidad y equilibrio en las finanzas públicas necesariamente debe partir del amplio debate entre dos posturas en apariencia irreconciliables, desarrolladas durante buena parte del siglo xx: el análisis de las implicaciones del gasto público como motor del crecimiento económico (J. M. Keynes) y la incidencia de la política monetaria para incidir en ese mismo crecimiento (M. Friedman)  (1) . La vinculación, en el TCE, de la estabilidad a la política monetaria podría conducir a la conclusión de que las tesis monetaristas informan el régimen jurídico de la estabilidad. Sin embargo, tal conclusión se demuestra precipitada una vez examinadas sus implicaciones, pues también la estabilidad ha sido consecuencia de la confluencia de estas dos posturas económicas y resultado, en buena medida, del fructífero debate entre las dos posiciones clásicas. Si en una primera aproximación es claro, en los términos que se expondrán en las páginas siguientes, que desde la lógica jurídico-comunitaria el control del déficit es instrumental a una unión monetaria, su fundamento en la coordinación de las políticas económicas permite comprobar que el alcance de la estabilidad trasciende ampliamente el de ser un mero conjunto de reglas «técnicas» para la consecución de dicha unión monetaria.

La preocupación por el control del déficit no es nueva. En los Estados de nuestro entorno político y económico, el equilibrio presupuestario fue el principio central de las finanzas públicas en el siglo xix, con una clara incidencia de las ideas racionalistas del momento  (2) . Como es sabido, es en este contexto liberal, surgido en el siglo xviii y fraguado y desarrollado a lo largo del siguiente, donde tiene lugar la conformación de los principios presupuestarios y el perfeccionamiento del principio de legalidad presupuestaria que servirían de base a nuestro sistema presupuestario. Como sucedió con el resto de principios presupuestarios, la noción de equilibrio presupuestario recibió su contenido normativo en el marco de la ideología liberal ya imperante en el siglo xix, cuyo origen moderno suele localizarse en la obra de Adam Smith (3) . La defensa teórica de una intervención mínima del Estado en la economía facilitó el entendimiento del presupuesto como una réplica a gran escala del presupuesto familiar, que además debía regirse por su misma lógica de equilibro estricto entre ingresos y gastos, lo que evitaba el déficit y precluía de plano el recurso al endeudamiento como instrumento de financiación  (4) . En última instancia, la exigencia en términos casi absolutos del equilibrio presupuestario propiciaba la consecución del objetivo de fondo de todos los principios presupuestarios tal y como eran concebidos en el Estado liberal: el control del Ejecutivo por el Legislativo, traducido en un estrecho y en ocasiones casi inexistente margen de maniobra en materia presupuestaria para el primero.

Posteriormente, tales esquemas se trasladarían a nuestros sistemas presupuestarios, con los relevantes matices derivados de la sustancial transformación del papel del Estado en la economía a lo largo del siglo xx. Las nuevas teorías económicas, y sobre todo las nuevas necesidades materiales, contribuyen a una paulatina transformación de los principios presupuestarios. Un Ejecutivo cada vez más intervencionista precisa de mayores potestades de modificación y adaptación del Presupuesto, que a su vez resulta excesivamente complejo para ser controlado en detalle por el Legislativo. El nuevo Presupuesto resulta imprescindible para la consecución de los objetivos que reclama el nuevo reparto de la riqueza (el new deal rooselveltiano)  (5) . En parte bajo la influencia de J. M. Keynes, y sobre todo debido al incremento del gasto público que el nuevo reparto de la riqueza exige, se comienza a trazar la distinción entre el presupuesto corriente y el de capital, pudiendo el segundo ser financiado, parcialmente, con el endeudamiento. Al mismo tiempo, se afina la política presupuestaria en el sentido de modularla al ciclo económico (modelo adoptado por Suecia en 1937)  (6) . La idea es muy sencilla y ha sido utilizada, como se verá, en la reforma del Pacto de Estabilidad: en situación de crecimiento económico cero el presupuesto de capital deberá ser financiado con endeudamiento y el corriente con el sistema tributario. En situación de crecimiento el presupuesto corriente tendrá superávit que será utilizado para financiar también el de capital, de manera que éste también sea financiado con tributos, y finalmente en situación de crecimiento negativo se podrá incurrir en déficit que será financiado con endeudamiento. Debe tenerse en cuenta que Keynes era en todo caso muy prudente a la hora de recomendar políticas fiscales, y de hecho advierte acerca de los peligros de la inflación en reiteradas ocasiones  (7) .

Con todo, y creo que de manera errónea, hay quien ha llamado la atención sobre la instrumentalización de la estabilidad presupuestaria como fórmula soterrada para recuperar el pensamiento liberal en el Derecho presupuestario, en una especie de vuelta matizada al mundo pre-keynesiano  (8) . Esta visión es demasiado simplista. La recuperación de la estabilidad presupuestaria, o expresado de forma más correcta, la matización del equilibrio presupuestario y su incorporación al frontispicio de los principios constitucionales en materia presupuestaria, tiene mucho que ver con la recuperación, con los debidos matices, de las tesis monetaristas  (9) , que incluyen entre sus postulados la necesidad de controlar el déficit y, en muchos casos, también el gasto público en general. Aunque éstas se desarrollan en la primera mitad del siglo xx, hasta la crisis de los años setenta no comenzarían a tener cierta influencia práctica en los Estados de nuestro entorno, en parte por las políticas desarrolladas, partiendo de postulados de política económica similares, por el Reino Unido (M. Thatcher) y EE.UU. (R. Reagan)  (10) .

Simplificando mucho, puede afirmarse que el equilibrio, al menos entendido como principio central rector de las finanzas públicas, había sido olvidado en la práctica durante buena parte del siglo xx, pues la financiación de un Estado en déficit se consideraba inevitable ante el incremento de tareas públicas. Ello obedeció en buena medida a la influencia de las tesis keynesianas, que sin embargo no siempre fueron bien entendidas, pues el economista inglés nunca llegó a afirmar que el déficit fuera deseable, sino más bien inevitable, sin dejar de advertir su carácter potencialmente perjudicial  (11) . La incidencia de las políticas keynesianas se produjo en dos frentes principales, por lo que al ámbito financiero se refiere: un incremento del gasto público, utilizando si era preciso el endeudamiento, y un incremento (o establecimiento) de impuestos sobre la renta para financiar dicho aumento del gasto  (12) . Si el primer efecto empezó a entrar en crisis ya desde los años setenta, el incremento sostenido de la imposición sobre la renta comenzó a desacelerarse poco después  (13) .

Hay cierto acuerdo en señalar que la crisis del keynesianismo tuvo un desencadenante preciso, pues a finales de los años sesenta se generalizó el consenso sobre la bondad o la conveniencia de limitar los déficits excesivos, que se consideraban sin embargo un elemento estructural de los gobiernos democráticos. Cuando los déficits se consolidan en el tiempo, acarrean una serie de consecuencias económicas, que pueden frenar considerablemente el crecimiento. Entre otras, suele mencionarse en la literatura económica el crecimiento de los tipos de interés o la «hipoteca» de las generaciones futuras, que deberán sufragar el déficit acumulado mediante tributos más altos, pagos a la seguridad social, etc.  (14) , situación que se agrava porque, mientras que los gastos públicos muestran una natural tendencia al crecimiento y la consolidación, la resistencia (en ocasiones organizada) a pagar mayores impuestos coarta las posibilidades de crecimiento futuro  (15) . En este sentido, uno de los razonamientos que presenta el déficit público como problema democrático es, formulado de manera muy simple, el siguiente: mientras que los grupos organizados (grupos de presión, lobbies) tienen mucha capacidad para atraer gasto público en su favor, el ingreso necesario para financiar dichos gastos recae en una masa de ciudadanos sin organizar: los contribuyentes. De acuerdo con la literatura de public choice, estaría comprobado que los receptores del gasto público tienen mejor capacidad de organizarse, a través de los grupos de interés especial o grupos de presión, que los contribuyentes en sí mismos o financiadores de ese mismo gasto  (16) . Esa mejor organización les garantiza, incluso, un gasto público superior a los ingresos (en déficit). La explicación política del surgimiento del déficit público ha sido demostrada extensamente por unos de los principales representantes de la corriente de public choice, J. Buchanan y R. Wagner. El argumento básico es que es más sencillo, entre otras razones porque acarrea generalmente un menor coste político, la financiación de los incrementos de gasto público mediante el recurso al endeudamiento que el establecimiento de tributos  (17) . Ello no sería debido, en opinión de algunos autores, a una preferencia individual de los representantes de la clase política, sino a la existencia de un complejo sistema de incentivos que así lo propicia, y que en última instancia contribuye a un auténtico déficit democrático para los contribuyentes futuros, que no habrán podido decidir acerca de dichos gastos públicos  (18) .

Se enlaza así con otro argumento que es sensiblemente diferente: el de la equidad intergeneracional como problema  (19) . Su análisis es más complejo de lo que su simple enunciado pueda hacernos pensar, pues requiere tener en cuenta la finalidad del endeudamiento, examinada a la luz de los bienes que se quieren financiar  (20) . Por ejemplo, un gasto público invertido en bienes de capital (una autopista) genera a su vez un activo que futuras generaciones podrán disfrutar, por lo que se produce una correlación entre sus ingresos y sus gastos. Se comprueba así la necesidad de examinar en qué se invierte el gasto que genera déficit, con carácter previo al análisis de la equidad intergeneracional. Ello se lleva a cabo a través de los sistemas de contabilidad pública que toman en cuenta el gasto en capital, lo que constituye un primer instrumento para examinar el problema de la equidad. Al mismo tiempo, y como se comprobará más adelante, debe tenerse presente la especial complejidad del propio concepto de «déficit público», cuyo contenido variará en función de quién genere el déficit (organismos públicos puros o sociedades vinculadas a las Administraciones públicas), el tiempo que se tome como referente, los conceptos que lo integren, o las causas (estructurales o coyunturales) que expliquen su producción  (21) .

Nótese sin embargo que estas ideas no son incontrovertidas. Un sector de la literatura económica se ha mostrado contrario a tal relación entre el gasto público y el incremento del déficit, que para autores como D. Cameron no sería ni mucho menos simétrica ni inmediata. Antes al contrario, sería la creciente limitación de la capacidad de establecer tributos (taxing capacity) de los diferentes Estados la más directamente vinculada al surgimiento del déficit  (22) . Resulta evidente que la estrecha relación demostrada entre el déficit público y la capacidad de gravar las fuentes de capacidad económica, y, en particular, entre la política presupuestaria y la política tributaria en la práctica (23) , contrasta con la arraigada tendencia de analizar cada parte por separado, tanto desde el campo de la Economía como desde el Derecho.

La estabilidad presupuestaria que se ha incorporado al TCE no afecta únicamente a la vertiente del gasto público, aunque normativamente incida en particular sobre el derecho que regula el gasto público, sino que se proyecta sobre todo el Derecho financiero. Esto significa que, al menos a priori, la consecución de los objetivos de estabilidad presupuestaria no conlleva una conjunción de soluciones cerradas, como por ejemplo la reducción del gasto público para evitar el déficit y, eventualmente, un endeudamiento excesivo  (24) , sino que permite claramente un abanico muy amplio de posibilidades en cuanto a la configuración interna del gasto y del ingreso, siempre que se respeten las pautas procedimentales. Con todo, persiste una cierta tendencia a identificar dicha estabilidad con la limitación del gasto público, alimentada parcialmente por ser ésta, como veremos, la interpretación de las primeras normas de estabilidad presupuestaria en España  (25) . Si bien se mira, esto es reflejo de que la noción de estabilidad presupuestaria es contingente al momento histórico y a la ideología económica preponderante en él (lo que suele denominarse la «sabiduría económica» o economic wisdom)  (26) , de ahí el peligro intrínseco de constitucionalizar esta clase de normas, que bien podría asimilarse al intento de constitucionalizar normas que indiquen qué porcentaje de los recursos del Estado han de proceder de tributos. A mayor abundamiento, la elaboración de las normas de estabilidad por relación a dos indicadores o valores de referencia estrictos es un dato insuficiente para tratar de construir una noción de estabilidad, aunque se trata en nuestro caso de un punto de partida necesario. La relación entre el conjunto de reglas contenidas en el TCE para garantizar la estabilidad y la norma específica que la contiene permite un acercamiento conceptual mucho más claro y cierto a este relativamente nuevo principio de las finanzas públicas.

Como se comprobará en el análisis de su régimen jurídico, el concepto de estabilidad en la Unión Europea refleja en el fondo únicamente un acuerdo de mínimos, cuyo objetivo radica en propiciar la coordinación de las políticas económicas de los Estados miembros, lo que a su vez es instrumental a la consecución de la moneda única. De ahí que la exigencia de estabilidad sólo sea vinculante en sentido estricto (con la posibilidad de imposición de sanciones) para los Estados integrantes de la zona euro. Por ello, debe partirse de la constatación de que el concepto de estabilidad presupuestaria difiere sustancialmente, aunque parta de él, del concepto de equilibrio presupuestario que adquirió plena vigencia en el Estado liberal. Frente a la rigidez, y seguramente también excesiva simplicidad, de la noción de equilibrio o «juego de suma cero», que se refiere a la relación existente entre el montante final de los ingresos y el gasto de un determinado ente público, la estabilidad haría referencia a una realidad más amplia y compleja, que incluiría el equilibrio como punto de partida, y la estabilidad y sostenibilidad del modelo económico adoptado como objetivo a cumplir, sin perder en todo caso de vista el carácter instrumental de la noción de estabilidad, en aras de la consecución de otros objetivos más amplios como la redistribución de la renta y la asignación eficaz de recursos. En los términos que veremos en las páginas que siguen, se trata de una concreción de un proceso mucho más amplio de coordinación de las políticas económicas en la Comunidad europea. En la hora actual, la noción de estabilidad ha sido acotada por relación a dos magnitudes, a las que remite, como veremos, el art. 104 del TCE. Pero el concepto de estabilidad presupuestaria adquiere matices especiales en el ámbito nacional, pues con él se hace referencia al conjunto de técnicas y procedimientos presupuestarios establecidos para lograr los objetivos de fijados en el ordenamiento jurídico-comunitario. La noción de estabilidad presupuestaria encuentra fácil acomodo en el marco jurídico actual, comunitario y nacional, si bien ha sido también el resultado de su evolución, como veremos relativamente rápida. Baste adelantar que tras la rígida y unívoca interpretación que recibiría la estabilidad presupuestaria en el primer desarrollo del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, las reformas posteriores, coyunturalmente provocadas por el incumplimiento del propio Pacto, contribuirían a delimitar el concepto en los términos que serán objeto de desarrollo en lo que sigue. Con carácter previo a esa clase de análisis, debe examinarse la relevancia que adquiere cuál sea el modelo de constitucionalización seleccionado para la incorporación de esta clase de reglas a cualquier sistema de finanzas públicas.

Los problemas prácticos que la aplicación del Pacto ha encontrado en los últimos años son en puridad una consecuencia o síntoma del proceso de plasmación constitucional de las reglas de estabilidad. Por ello, es preciso dedicar breve atención a la clase de problemas que plantea dicha regulación, con carácter previo a examinar el concreto régimen jurídico de la estabilidad en el TCE. El caso de EE.UU. es un buen ejemplo de la importancia de cuál sea el modelo de constitucionalización.

2.  LA REGULACIÓN DE LA ESTABILIDAD Y EL CONTROL DEL DÉFICIT PÚBLICO COMO PROBLEMAS CONSTITUCIONALES: EL CASO DE ESTADOS UNIDOS

El establecimiento de normas constitucionales de control del déficit público plantea problemas propios que están íntimamente relacionados con una cuestión más amplia, y es la propia función de la Constitución y su efecto de congelación o constricción de decisiones futuras. Una referencia a estos problemas es en todo caso imprescindible para comprender los problemas derivados de la incorporación de la normativa de estabilidad al ordenamiento jurídico español. La historia reciente de EE.UU. resulta en ese sentido de particular interés para nuestro estudio, pues muestra algunos intentos de constitucionalizar la limitación del déficit público. Aunque el alcance del intento de reforma estadounidense fuera mucho menos ambicioso que lo que pretende el europeo PEC, su examen aquí es útil en la medida en que es posible trazar algunos paralelismos entre los problemas de control del déficit en EE.UU. y la situación jurídica actual en la Unión Europea  (27) .

En sentido estricto, el primer intento de control del déficit por vía legislativa tuvo lugar mediante la Congressional Budget and Impoundment Control Act de 1974  (28) . En realidad esta norma fue mucho más allá de una restricción del déficit, suponiendo una reordenación de todo el procedimiento presupuestario, hasta entonces sumamente fragmentado, de manera que, en sentido estricto, puede afirmarse que no había un único procedimiento de elaboración del Presupuesto, sino una multiplicidad de actos ejecutivos en materia presupuestaria, en una materia dominada por el Ejecutivo y donde los poderes del Congreso estaban considerablemente limitados en la práctica  (29) . Con todo, la reforma tuvo un éxito relativamente escaso, y desde luego no contribuyó a equilibrar el presupuesto.

En 1975, una asociación de contribuyentes denominada National Tax Payers Union comenzó una campaña de presión organizada (lobby) para lograr que los estados forzaran a la Federación (Estado central) a adoptar una «convención constitucional» (constitutional convention) con objeto de limitar el déficit presupuestario  (30) . Más adelante, como respuesta a las crecientes demandas de limitar el déficit, el Congreso de EE.UU. aprobó la Balanced Budget and Emergency Deficit Control Act, de 1985, normalmente conocida como «Ley Gramm-Rudman-Hollings»  (31) , cuya eficacia limitada a ser una declaración de intenciones fue resaltada en su momento por la doctrina y prensa estadounidenses  (32) . Uno de los aspectos más polémicos de la norma era el establecimiento de un complejo procedimiento de reducción del déficit, a través de una suerte de «rebajas automáticas» que se aplicarían a todos los programas u objetivos del presupuesto, según la conocida técnica presupuestaria (la presupuestación por programas) cuyo origen es estadounidense. La ley fue declarada inconstitucional por razones fundamentalmente competenciales  (33) , de manera que el Tribunal Supremo, en la Sentencia Bowsher v. Synar, 478 US 714 (1986), no llegó a entrar en el fondo del asunto: la posibilidad de reducir el déficit a través de aquel procedimiento  (34) .

Posteriormente, la reforma acometida en 1987 no arrojó mejores resultados en relación con el control del déficit, y es que uno de los problemas estructurales de la Ley Gramm-Rudman-Hollings era que sus proyecciones de limitación del déficit se limitaban a su cómputo anual, lo que terminaba incentivando la planificación estrictamente anual  (35) . Precisamente ése fue uno de los principales motivos técnicos esgrimidos para su reforma (al margen de su probada ineficacia), y la aprobación de la Budget Enforcement Act de 1990, cuyos resultados no han sido mucho mejores  (36) .

Los esfuerzos realizados para reducir el déficit público a través de la modificación del presupuesto han sido evidentes en EE.UU., al menos examinado desde la perspectiva de los intentos de reforma y el papel que suele ocupar en todas las campañas políticas. Puede afirmarse que la política presupuestaria tiene como principal objetivo declarado la reducción del déficit desde 1985. Ésa es la conclusión al menos si se examina desde la perspectiva de las reformas presupuestarias, que han tenido todas esa finalidad última, aunque no debe desdeñarse el argumento político, y es que mientras el incremento de impuestos es inaceptable en una campaña electoral, la reducción del déficit público se ha convertido en una promesa casi obligada. Por eso resulta particularmente llamativo que ninguna reforma haya conseguido sus objetivos, quedándose de hecho muy lejos de los mismos  (37) . La explicación más evidente es que dichas políticas fueron acompañadas por sustanciosas rebajas tributarias, siguiendo las tendencias de los economistas del supply side, que frente a las tesis keynesianas, defendían dichas rebajas para el sector productivo (sector de la oferta o supply) al objeto de incrementar los ingresos totales (justo lo que esperaban los keynesianos del incremento del gasto público)  (38) .

Varias conclusiones pueden extraerse de los intentos de reforma en EE.UU.; la primera es que una ley, en principio fácilmente reformable por otra posterior, no es seguramente el instrumento adecuado para garantizar una limitación del déficit presupuestario, fundamentalmente porque se ocupa únicamente de los «síntomas», sin examinar ni por lo tanto intentar resolver las causas estructurales para el déficit  (39) . Entre otras razones esgrimidas para explicarlo, se ha apuntado la falta de incentivos para disminuir el déficit a largo plazo, es decir, más allá de un ejercicio fiscal o incluso, en el límite, del período electoral. A ello se une que, incluso cuando los objetivos de reducción se diseñan en un escenario plurianual (como de hecho hacía la ley de 1990), no hay establecido un sistema adecuado de distribución de responsabilidades (accountability), a lo que hay que añadir que las soluciones ad hoc para su reducción (reducir gasto público, incrementar los ingresos tributarios) tienen un elevado coste político.

Desde una perspectiva política, una segunda conclusión es que en la práctica el objetivo de la reducción del déficit puede operar como una cortina de humo, pues es un excelente motivo para justificar todo tipo de políticas de gasto público sin necesidad de exponer detalladamente los beneficios potenciales de las mismas, ni tan siquiera rendir cuentas de los potenciales efectos negativos a largo plazo. Esto fue en parte lo que sucedió durante los gobiernos del Presidente R. Reagan, según se ha afirmado  (40) . Al mismo tiempo, y como se han encargado de señalar algunos autores estadounidenses, tampoco la constitucionalización de los límites al déficit podría impedir totalmente su incumplimiento, pues en todo caso se seguirá requiriendo un desarrollo legislativo que, en tanto que susceptible de interpretaciones diversas, podría ver minorada su eficacia. A mayor abundamiento, la rigidez de un límite así establecido cercenaría las posibilidades de utilizar la política financiera por parte de los Gobiernos, lo que podría conducir a que se terminaran por llevar a cabo en la vertiente del ingreso las mismas políticas que antes eran posibles en la vertiente del gasto. Un buen ejemplo es la utilización de los denominados tradicionalmente «gastos fiscales»; así por ejemplo mediante el establecimiento de toda clase de incentivos tributarios que terminarían por distorsionar el comercio intraestatal  (41) .

En tercer lugar, el caso estadounidense pone de manifiesto la relevancia del procedimiento a seguir para hacer cumplir las exigencias de reducción del déficit, que no debe ser menospreciada. No fue en el fondo el anclaje constitucional, ni siquiera los distintos modelos existentes en la teoría para constitucionalizar el déficit lo más controvertido del procedimiento de control del déficit presupuestario en EE.UU. En un conflicto que como veremos no carece de paralelismos con la situación en la Unión Europea post Maastricht, fue el procedimiento lo que terminó por provocar que se pusiera en duda todo el sistema. La Sentencia citada del Tribunal Supremo de EE.UU. dictada en el caso Bwosher v. Synar es un buen ejemplo del tipo de debate que se puede suscitar, y del que la Sentencia del TJCE Comisión v. Consejo, cuyo análisis se efectuará más adelante, es sólo un tímido ejemplo. El precepto objeto de controversia ante el Tribunal Supremo, y finalmente causante de la inconstitucionalidad de la Gramm-Rudman-Hollings Act, fue el art. 251, que atribuía al Comptroller General la potestad de preparar un informe dirigido al Presidente del Gobierno y al Congreso especificando las reducciones concretas que deberían llevarse a cabo en cada programa presupuestario como consecuencia de la operatividad, de manera prácticamente automática, de los límites al déficit excesivo. Buena parte del razonamiento de la Sentencia, y también de los votos concurrentes y disidentes, pivotaba en torno a la figura del Comptroller General (sin parangón claro en nuestro ordenamiento jurídico). En tanto que órgano delegado del Congreso y sujeto en última instancia al mismo, una potestad como la que pretendía atribuirle el art. 251 suponía, en la práctica, una infracción de la separación de poderes  (42) , que como efecto negativo implica que el Congreso no pueda tener poderes ejecutivos como la potestad objeto de controversia en el caso  (43) .

El problema de fondo, en el que el Tribunal no llegó a entrar, era si la reducción automática de los créditos presupuestarios asignados a cada programa vinculaba al Presidente. En realidad, puesto que el caso no se había producido nunca, la argumentación sólo podría haber sido contrafactual. En todo caso, la doctrina coincide en señalar que la finalidad principal del mecanismo de reducciones automáticas de los programas era forzar un acuerdo sobre el fondo del Presupuesto que lograra su aprobación en equilibrio, utilizando las citadas reducciones automáticas como una mera amenaza o instrumento de control puramente político  (44) . Se trataba, en suma, de una suerte de sanción, sin la cual la norma sencillamente no sería tal; todo lo más, una declaración de principios  (45) . En todo caso, y tras el indiscutido fracaso de la Gramm-Rudman-Hollings Act (46) , no se ha vuelto a adoptar una normativa de limitación del déficit público, si bien en la literatura estadounidense se ha defendido la necesidad de tal inclusión en diversas ocasiones  (47) . Por otro lado, dos tercios de los estados han adoptado sus propias normas para la limitación del endeudamiento, por lo que se ha cuestionado que tales normas sean ahora necesarias  (48) .

El caso de EE.UU. pone de manifiesto la extrema complejidad de regular el déficit público de manera eficaz, de manera que pueda ser vinculante para el propio legislador. La constitucionalización de las normas de limitación del déficit parece la única solución para lograr dicha eficacia, pero propicia otro tipo de problemas, y abre a su vez un amplio abanico de posibilidades sobre el tipo de normas que deben contener dichos límites  (49) . La razón principal por la que su incorporación a una norma constitucional puede que sea la única solución, es que el déficit es estructural al tipo de instituciones de los Estados democráticos y a su funcionamiento, lo que en muchos casos se debe a la persistente separación, en el debate político y en el popular, entre ingresos y gastos, en suma entre decisiones sobre el gasto público y sobre reformas tributarias  (50) . Así las cosas, el problema de partida del diseño constitucional es relativamente sencillo, al menos en su formulación inicial: si es cierto que la existencia de déficits cuantitativamente elevados y de carácter estructural o permanentes es un problema, entonces parece lógico que deban ser objeto de regulación constitucional  (51) , beneficiándose así de la rigidez consustancial a tales normas. Hay así diversos argumentos a favor de la regulación constitucional del déficit, por oposición a su delimitación a través de una ley ordinaria. En última instancia, el argumento más poderoso es que el legislador debe operar bajo un «velo de ignorancia», siguiendo a J. Rawls, que le impida conocer con exactitud qué perdería o ganaría (en tanto que político, sujeto a las reglas de la reelección) con una determinada reforma  (52) . Como sucede siempre con las decisiones de constitucionalizar una determinada materia, el problema de fondo es democrático: si la estabilidad se constitucionaliza, constriñe decisiones futuras. Lo cual no es más que una versión del clásico conflicto entre Constitución y Democracia, a que hace referencia J. Habermas, al afirmar que «las generaciones futuras tienen la tarea de actualizar la sustancia normativa del sistema de derechos plasmados en el documento original de la constitución, que en buena medida están por desvelar (still-untapped). De acuerdo con un entendimiento dinámico de la constitución, la legislación posterior continúa desarrollando el sistema de derechos mediante su interpretación y adaptación a las circunstancias actuales»  (53) .

En el fondo, este tipo de razonamiento explica lo que constituye una paradoja, aunque sólo en apariencia: que las reglas integrantes del Pacto pueden ser más útiles cuanto mayor sea el margen de actuación de los Estados, pues ello les permite apropiarlas como suyas a la vez que aceptarlas y cumplirlas sin propiciar la impresión ante su electorado de que se están limitando a seguir una serie de directrices establecidas en una instancia superior. Mayor margen de actuación implica también mayores posibilidades de cumplir  (54) . Desde esta perspectiva, se ha afirmado que la limitación de los déficits desde fuera coarta la propia dirección política interior de los Estados, lo que conduce en el fondo al problema democrático de la UE, a que ya se ha hecho referencia en otro lugar. Sin excesivos matices se expresaba Torrent Macau: «¿Debe "una Constitución" tomar partido sobre una de las cuestiones más debatibles en materia de política económica: el tema de los déficits públicos?; y, suponiendo que tome partido en una dirección, ¿cómo es posible que "una Constitución" se atreva a grabar en su mármol que la cifra mágica es precisamente un 3 por cien y no un 2 o un 4? ¿Tiene sentido que "una Constitución" prohíba desarrollar las políticas que desarrollan Estados Unidos o Japón, que superan ampliamente este límite?»  (55) .

3.  LA COORDINACIÓN DE LAS POLÍTICAS ECONÓMICAS COMO PRESUPUESTO PARA UNA POLÍTICA MONETARIA COMÚN: SOBRE LA FORMACIÓN DE UNA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA EUROPEA

La incorporación de los límites al déficit y al endeudamiento a los ordenamientos constitucionales europeos ha tenido lugar a través de su incorporación al TCE. Para comprender el proceso seguido es necesario exponer en las líneas que siguen la evolución de la formación de una Constitución económica europea.

Los problemas para definir el propio término de constitución (56)  se reflejan naturalmente a la hora de pretender definir qué es la constitución económica, de ahí el interés de mantener un concepto de constitución operativo  (57) , aunque para ello haya que aceptar la premisa de que no es relevante, a efectos del concepto de constitución, que haya habido un poder constituyente  (58) . Una constitución económica es «la suma de los elementos estructurales del orden de las economías»  (59) , aunque desde una perspectiva netamente jurídica es más correcto hablar de derecho constitucional económico, rama que se compone de «las disposiciones constitucionales relativas a la economía»  (60) . Si bien alejado del concepto tradicional del término, es posible hablar de una Constitución económica europea, aunque en muchos aspectos esté aún en construcción  (61) , que estaría formada por el modelo económico y el conjunto de valores que inspiran este modelo. Con todo, esta última noción no es pacífica, como no lo es tampoco la relación entre el Derecho constitucional comunitario y el interno, hasta el punto de que «las condiciones de posibilidad del constitucionalismo comunitario están precisamente en el espacio de tensión entre las tradiciones constitucionales estatales y el intento supranacional de superar sus limitaciones»  (62) . Por otro lado, la integración entre las Constituciones nacionales y la europea sólo podría ser comprendida mirando la construcción de la Comunidad europea como un proyecto imperfecto de federación. De esta manera, como se ha afirmado: «... las constituciones de las partes de la federación y de la propia federación tienen que considerarse como fragmentos de una sola constitución formada por un texto de textos que no presenta una realidad física unitaria ha de ser ensamblado continuamente por los intérpretes a distintos niveles»  (63) ; pero, aún más, esos «fragmentos» completan la constitución de la federación, del Estado central, que ha devenido necesariamente incompleta: «... la verdadera constitución de la federación existe a través de la operación conjunta de las "constituciones" de los diferentes niveles de gobierno»  (64) . Esta construcción ayuda a comprender algunos de los problemas de integración, aunque no todos, pues en el fondo estamos ante un fenómeno aún nuevo, que plantea, aún hoy, retos nada desdeñables a la propia construcción del Derecho público  (65) .

El TCE no es, según el sentido tradicional del término al menos, una Constitución, si bien opera en la forma, en algunas materias, como un texto constitucional. De ahí que se haya afirmado que «el Tratado no es una "carta constitucional" porque el Tribunal lo diga, sino que el Tribunal lo dice porque en sentencias como Van Gend & Loos, Costa/ENEL o Simmenthal (66)  ya había extraído las consecuencias de las semillas constitucionales contenidas en el Tratado»  (67) , en particular el efecto directo y la primacía del Derecho comunitario  (68) , que como es sabido son conceptos afines pero lógicamente diferentes, y difieren también en cuanto a sus consecuencias jurídicas; básicamente, «la primacía implica el efecto directo pero tiene un alcance mayor»  (69) , actuando como la principal norma de conflicto entre el Derecho comunitario y los Derechos nacionales  (70) . Como es sabido, los Tribunales constitucionales nacionales han ido estableciendo cautelas al principio de primacía y limitando de facto su alcance  (71) . Así por ejemplo, nuestro TC acepta en principio la primacía (STC 28/1991, de 14 de febrero), pero no lo aplica en la práctica, por entender, por ejemplo, que el derecho comunitario no forma parte del bloque de la constitucionalidad (STC 147/1996, de 19 de septiembre)  (72) . En fin, que el TCE no sea una constitución en sentido tradicional no implica ex necesse la ausencia de un derecho constitucional comunitario. Como señala J. Baquero Cruz, «la mayor laguna en el derecho constitucional comunitario es la propia constitución»  (73) . Si bien debe tenerse en cuenta que ese constitucionalismo sólo es predicable de la Comunidad Europea, y no de la Unión, porque sólo opera en el «pilar comunitario», ya que sólo sobre éste resultan aplicables las reglas y principios propios del método comunitario  (74) .

En otro orden de cuestiones, la discusión acerca de si hay, y cuál es éste, un concepto de Constitución económica europea se torna infructuosa si tenemos en cuenta que el contenido sustantivo, esto es, lo que normalmente es materia constitucional en los Estados miembros de la Comunidad europea ha sido progresivamente sustituida por el Derecho comunitario  (75) . Al mismo tiempo, se ha llamado la atención acerca de la creciente importancia del Derecho constitucional económico de la Comunidad, frente a un Derecho constitucional económico que es más débil, que tiene menos importancia frente a su desarrollo legislativo, y que es además (al menos en apariencia) más neutral, es cierto que «un derecho constitucional económico comunitario fuerte ha ocupado el lugar del débil derecho constitucional económico de los Estados»  (76) .

En este contexto, la UME desempeña un papel central, pues se ha constituido como una vara de medir de principios comunitarios básicos, como el marco institucional único, la distribución de competencias o la subsidiaridad  (77) , como por otro lado corresponde a un proceso que fundamentalmente, más allá de la política monetaria, es un proceso de integración política  (78) . Prueba de ello es que el modelo comunitario económico no es ni mucho menos neutral, sino que en el TCE tiene una orientación definida de antemano, que toma como punto de partida la construcción del mercado interior  (79) .

La cuestión de la ausencia de neutralidad de la Constitución importa sobre todo por las posibles discrepancias o distintos sentidos del tipo de orientación entre el modelo comunitario y los nacionales, o incluso dentro del propio modelo comunitario. Así se ha resaltado que la constitución económica del Tratado no sólo no es neutral sino que «tiene... un carácter económico liberal, que contrasta con las constituciones más indefinidas de la economía mixta»  (80) . Esta forma liberal se refleja de forma asimétrica en función del tipo de materia contenida en el Tratado, de forma que es máxima en el caso de las normas de libre circulación y competencia  (81) . Por otro lado, nótese que la ausencia de neutralidad de toda Constitución económica es consustancial al propio concepto de constitución económica, que implica una toma de postura  (82) . De hecho, el concepto de constitución económica procede de la teoría ordo-liberal alemana, aunque ha llegado a nuestra tradición y al Derecho comunitario  (83) . Por otro lado, las constituciones del s. xx reflejan la influencia del pensamiento económico en la medida en que consideran relevante incluir un apartado o sección dedicado al sistema económico (con evidente influencia de la crítica marxista, y de Keynes)  (84) . Incluso con anterioridad, es importante destacar como ninguna Constitución es neutral en relación con la economía; el silencio es también una toma de postura. Piénsese en el modelo constitucional estadounidense  (85) , donde se establece la primacía de la propiedad y se otorga un amplísimo margen de maniobra al legislador siempre que no se toque la noción esencial de propiedad  (86) . Se toma la situación existente como punto de partida  (87) , lo que ha sido contestado duramente por las perniciosas consecuencias que puede tener en cuanto al establecimiento de un sistema de redistribución de la renta y porque parte en suma de una premisa que es falsa: que puede hablarse de una propiedad cuya existencia es prepolítica  (88) .

Con todo, en el ámbito del derecho constitucional económico es frecuente que los Tribunales no entren a fondo y, por ejemplo, asuman la neutralidad de la constitución como premisa  (89) . Ésta ha sido, por ejemplo, la posición del Tribunal Constitucional español desde que, en la STC 37/1981, de 16 de noviembre, el magistrado Luis Díez Picazo utilizara el término constitución económica en su voto particular, afirmando que «el concepto de constitución económica designa el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica o, dicho de otro modo, para el orden del proceso económico. En ella se definen el orden económico en sus fundamentos esenciales y se establecen normas que sirvan de parámetros para la acción de los operadores económicos. Así entendida, la constitución económica contenida en la constitución política no garantiza necesariamente un sistema económico ni lo sanciona. Permite el funcionamiento de todos los sistemas que se ajustan a los parámetros y sólo excluye aquellos que sean contradictorios con las mismas». Con independencia de que deba ser o no misión de un Tribunal constitucional definir el sistema económico, sí es claro que, como demuestra la historia, «una Constitución no puede ser neutral en términos económicos en la misma medida en que no puede ser apolítica»  (90) . Y esto es aplicable también a la constitución económica comunitaria, aunque puede argumentarse que en este caso la ausencia de neutralidad se hace explícita, desde los primeros preceptos y desde el origen de la integración europea.

Lo relevante, a nuestros efectos, es que esta toma de postura, y lo explícito de sus disposiciones, contribuyen a que la constitución económica comunitaria tenga mayor influencia práctica que sus homónimas nacionales, que aún insisten en la neutralidad o en modelos de economía mixta donde parece tener cabida cualquier modelo económico  (91) . No es así en el modelo comunitario, donde no es posible cualquier modelo de desarrollo económico. Y en el fondo, no deja de resultar paradójica la creciente relevancia de la constitución económica comunitaria teniendo en cuenta, al margen de los problemas de a-constitucionalidad, que ésta es una constitución coja, pues técnicamente no dispone de ambas vertientes de la Hacienda: ingreso y gasto. Desde esta perspectiva se ha afirmado que, si bien se mira, la unión monetaria debería haber facilitado la construcción de una auténtica constitución financiera (Finanzverfassung) a nivel comunitario, y sin embargo esta cuestión ha quedado prácticamente relegada al debate académico  (92) . Las normas encaminadas a garantizar la estabilidad presupuestaria en la Unión Europea (en particular las normas reforzadas con sanciones aplicables en la eurozona) no se limitan a establecer una serie de reglas cuya misión es controlar el déficit, sino que su alcance es mucho más amplio. Ello trae causa de que están encaminadas al desarrollo de la política monetaria y a las exigencias de coordinación de las competencias sobre economía de los Estados miembros que ésta implica  (93) . Con todo, entre las razones para la adopción de las exigencias de estabilidad y el funcionamiento jurídico de su marco normativo es posible encontrar determinadas incoherencias, al menos en apariencia, que en parte vienen motivadas por el procedimiento articulado para controlar la estabilidad, y de las instituciones encargadas de llevarlo a cabo.

Por otro lado, el modelo de integración económica de la Comunidad europea es único en el mundo, pues supone disociar la política monetaria de la política económica  (94) . En efecto, una de las paradojas más evidentes que se pone de manifiesto al examinar la incipiente constitución económica europea, pues tiene particular relevancia para nuestro estudio: que se trata de una unión económica sin Estado  (95) . Esto implica que tiene razón C. Joerges cuando afirma que «Europa puede continuar siendo un «mercado sin Estado», mientras que los Estados que la integran, en su día calificados como «dueños de los tratados» (Herren der Verträge) serían degradados a «Estados sin mercados»  (96) . En las líneas que siguen se examinará el proceso de adopción de las normas de estabilidad presupuestaria, para dar cuenta detallada de este modelo de constitución económica y su proyección posterior sobre los ordenamientos internos de los Estados miembros.

4.  LA INCORPORACIÓN DE LA ESTABILIDAD PRESUPUESTARIA AL TRATADO CONSTITUTIVO DE LA COMUNIDAD EUROPEA

4.1.  La Unión Monetaria Europea

En 1970 el denominado Plan Werner es el primer intento de sentar las bases para una unión monetaria. Se trataba de un plan mucho más ambicioso que la actual UME y el proceso de coordinación de políticas económicas ahora vigente, pues implicaba también una estrecha coordinación de políticas presupuestarias, además de pretender, a medio plazo, establecer políticas de redistribución de la renta  (97) . Para comprender la situación actual, y poder ubicar en su contexto la normativa de estabilidad, conviene recapitular brevemente la evolución de la integración económica desde el informe Delors hasta la actualidad  (98) .

Hasta 1985 Europa es una entidad políticamente dual; la integración casi limitada al mercado único, su desarrollo y construcción, y un racionalismo ordo-liberal cohabitaban con una política social dejada únicamente a los Estados  (99) . Ese año, el informe de la Comisión de Delors titulado White Paper on Completion of the Internal Market (100)  supone un punto de inflexión que encuentra su reflejo en el Tratado de Maastricht y se consolida con la Unión Monetaria. El Informe Delors marca un cambio de tendencia que aún tardaría años en manifestarse en todos sus matices. Se comienzan a sentar las bases para un mayor impulso de la competencia, lo que sienta a su vez las bases para el proceso de desregulación de sectores económicos, así como de privatización, de gran escala  (101) .

Con todo, y frente a lo que suele pensarse, el Tratado de Maastricht no siguió totalmente los postulados del informe Delors, fundamentalmente, como ha puesto de manifiesto R. Torrent Macau, porque en éste se propone un avance conjunto de la Unión económica y la Unión monetaria, de manera que la cesión de soberanía o de competencias sobre estas materias a la Unión Europea por parte de los Estados miembros se llevara a cabo de forma sostenida y paralela  (102) . En palabras del informe:

«21. La unión económica y la unión monetaria son ambas partes integrantes de un solo conjunto y, por consiguiente, habrían de instaurarse de forma paralela (...) 25. (...) para que la unión sea viable deberá existir un equilibrio adecuado entre los componentes económicos y los monetarios. Esto es fundamental debido a la fuerte interacción existente entre las realidades y las políticas económicas y monetarias. 42. Como ya se ha sostenido en el capítulo II, una unión monetaria sin que exista un grado suficiente de convergencia entre las políticas económicas tiene pocas probabilidades de ser duradera, y podría resultar perjudicial para la Comunidad. Será indispensable que la integración económica y la monetaria progresen paralelamente a fin de evitar desequilibrio, que podrían provocar tensiones económicas, así como la pérdida de apoyo político al proyecto de convertir la Comunidad en una unión económica y monetaria. Sería imposible, y podría incluso resultar contraproducente, que se diera un perfecto paralelismo en todo momento (...). Algunas desviaciones momentáneas del paralelismo forman parte del proceso dinámico de la Comunidad. No obstante (...) el paralelismo deberá mantenerse a medio plazo, como también antes de pasar a la etapa siguiente»  (103) .


Todo ello, en el marco de un proceso de coordinación entre las vertientes del ingreso y del gasto, en aras de conseguir una política coherente en materia económica (policy mix de políticas económicas), lo que se afirma en el punto 30:

«La tarea de fijar una postura a escala comunitaria, en materia de política fiscal, deberá llevarse a cabo a través de la coordinación (por la Comunidad) de las políticas presupuestarias nacionales. Sin esta coordinación, la Comunidad en su conjunto no podrá determinar una combinación de política fiscal y monetaria adecuada para salvaguardar el equilibrio interno, o desempeñar su papel en el proceso internacional de ajuste»  (104) .


Pues bien, el Tratado de Maastricht no ahonda en la vía propuesta por el Informe Delors, ya que traza vías y parámetros que son sustancialmente asimétricos para el desarrollo de la unión económica y la unión monetaria. Pero sin duda la prueba del nueve de esta asimetría se contiene en el art. 104 del TCE, que en realidad supone una toma de postura en el sentido de trazar criterios de control ex post, frente a la coordinación de políticas económicas ex ante que se propugnaba en la vía Delors (105) . Téngase en cuenta el contraste entre la rigidez del art. 104 y el carácter flexible y abierto del art. 99, relativo a la posibilidad de que el Consejo y el Consejo Europeo elaboren una serie de «orientaciones generales» sobre las políticas económicas de los Estados miembros. A todo ello hay que añadir, incidentalmente pero sin que carezca de importancia, que tampoco se ha desarrollado un poder tributario propio de la Unión Europea, como también se proponía en el citado informe (apartado 59).

Con todo, ninguna duda cabe de que el Tratado de Maastricht supuso un cambio de dirección en la integración europea. La idea de mayor integración política (an ever closer Union) condujo a una ampliación de las materias que habían de ser objeto de regulación por parte de la Unión  (106) . Se abre la vía directamente para una mayor comunitarización de las constituciones económicas de los Estados miembros, a la vez que se profundiza en el desarrollo de una constitución económica europea, proceso persistentemente incompleto, además de asimétrico, por la citada disociación entre la política económica y la monetaria.

Una de las sentencias esenciales para comprender la formación de la UME es la denominada «Sentencia Maastricht»  (107)  del Tribunal Constitucional alemán, de 12 de octubre de 1993 (BverfGE 89, 155), donde se ratifica la constitucionalidad de la adhesión de Alemania al Tratado de Maastricht y entra a analizar los problemas del déficit democrático que pueden derivarse de la atribución de competencias previamente desarrolladas por los Estados miembros al Parlamento Europeo [apartados. B.3, y C.2.b)]. Al mismo tiempo, se ratifica la atribución de competencias en materia de unión monetaria, si bien dejando claro, aunque sea de manera indirecta, que dicha atribución ha sido expresamente ratificada por el Parlamento alemán, y por ello es vinculante. A contrario, una mayor integración política en la Unión sería inconstitucional de no mediar dicha ratificación por el Bundestag. Al mismo tiempo, el Tribunal afirma su propia competencia, si es necesario por encima del TJCE, para determinar el alcance de dicha transferencia de competencias a la Unión Europea (Kompetenz Kompetenz), decisión que ha sido objeto de discusiones académicas a las que nos limitaremos a remitir al lector  (108) .

En todo caso, y esto es lo más relevante para nuestro análisis, esta aceptación de la unión monetaria está sujeta para el Tribunal alemán a dos condicionantes muy precisos. Por un lado, y con carácter general, a la tesis generalmente sostenida a lo largo de la Sentencia que pivota en torno a una idea inquietante: la asunción de que el Tratado de Maastricht en el fondo implica una unión económica más estrecha, pero no una unión política (apartado C.II.3.a)  (109) . Por otro lado, se hace hincapié en que es posible que Alemania se incorpore a la tercera fase de la UME precisamente porque se han asumido compromisos de estabilidad. Eso implica, aunque la Sentencia no lo exprese de forma directa, que en ausencia de estos compromisos, o en caso de su incumplimiento, la atribución de competencias económicas podría ser objeto de revisión en el Parlamento (apartado C.II.2.e)  (110) . Se trata así de un modelo de integración económica que se contempla en la sentencia como «un proceso no político, al margen de la noción de Estado» mientras que la unión monetaria es «un proyecto condenado a tener éxito y que sólo ha de adquirir legitimidad si tiene éxito»  (111) .

El principal problema que plantea esta postura del Tribunal constitucional alemán, que en parte refleja también la postura de las instituciones comunitarias, es que la integración económica, incluso la construcción de una auténtica constitución económica europea, se considera un proceso relativamente independiente de la integración política. Sin embargo, como se ha recordado, sólo una estrecha vinculación a las tesis estrictamente ordo-liberales puede hacer esta tesis soportable. En efecto, en la Sentencia se mantiene que el proceso de integración económica es un fenómeno netamente apolítico que está teniendo lugar de manera en cierto modo independiente o al margen de los Estados miembros. La unión monetaria tiene lo que puede denominarse una «legitimación funcional», basada en el compromiso a la estabilidad de precios y a evitar déficits excesivos.

Tal modelo de integración no es en el fondo coherente, desde una perspectiva puramente lógica, con modelos intensamente intervencionistas  (112) . Por otro lado, es fácil comprender la argumentación del Tribunal, dirigida a encontrar la solución útil y posible, habida cuenta de que los argumentos de los demandantes habían planteado precisamente esta cuestión: la vis attractiva de la atribución de competencias a la Unión Europea en materia económica, la imposibilidad, en suma, de pensar en una separación quirúrgica entre integración política e integración monetaria  (113) . De haber entrado en el análisis de esa clase de argumentos, la conclusión de la Sentencia difícilmente podría haber sido similar.

Poco después de esta Sentencia, el denominado «Plan Waigel», una propuesta presentada por el Ministerio de Finanzas alemán (Waigel) en noviembre de 1995, defendía la regulación de un Pacto de estabilidad como una norma que pudiera garantizar de forma más estricta y precisa el cumplimiento de los criterios de referencia, incluyendo sanciones sustancialmente más estrictas que las que fueron finalmente adoptadas  (114) .

Tres años más tarde, y antes de que surgieran en toda su complejidad la imposibilidad de Alemania de cumplir los compromisos asumidos en Maastricht, la cuestión de la compatibilidad de la atribución de competencias normativas en materia económica y en particular, de las consecuencias de entrar en la unión monetaria, volvió a plantearse en sede de la jurisdicción constitucional, en un caso resuelto por la Sentencia de 31 de marzo de 1998  (115) . El objeto del recurso  (116)  es la entrada de Alemania en la Unión Monetaria Europea (UME) y en particular en su última fase, que implica la adopción de la moneda única. Los demandantes admiten que es expresamente compatible con la Constitución alemana, y en particular con los arts. 23 y 88, la entrada en dicha fase, lo que por otro lado ya había ratificado el mismo Tribunal Constitucional en la Sentencia de 12 de octubre de 1993, citada supra. Sin embargo -entienden los demandantes-, en la medida en que el Estado alemán sigue siendo responsable de salvaguardar el derecho de propiedad garantizado en el art. 14, el Estado debe garantizar que la cesión de las competencias soberanas en materia de moneda se llevará a cabo de manera que ello no suponga una pérdida de la necesaria estabilidad monetaria, lo que implica que Alemania sólo puede unirse a la tercera fase si se garantizan los criterios de convergencia para todos los Estados miembros que entren en la última fase de la UME y, en particular, se eviten las modalidades de manipulación del cumplimiento de dichos criterios, como por ejemplo las prácticas de contabilidad creativa.

La cuestión del déficit democrático no es objeto de análisis prioritario pero se trasluce a lo largo de la Sentencia. El principal problema es la construcción de una unión monetaria y económica sin una previa unión política (apartados 60 y ss). Pero sí se discute, y ése es el epicentro de la demanda, la afectación al derecho fundamental a la propiedad derivada de una previsible inflación que sería ocasionada por el resto de Estados miembros, incumplidores de los criterios estrictos de convergencia, y cuya responsabilidad correspondería al gobierno alemán, por haber accedido a la entrada en la tercera fase sin una garantía previa de estabilidad (apartado 65). Las diferentes circunstancias que darían lugar a dicha inestabilidad financiera se exponen en siete puntos (apartado 66 a 78) donde lo que realmente se contesta es la construcción de la UME y la pérdida radical de soberanía sobre la moneda que ello implica, lo que a su vez hace perder al Gobierno el control sobre el propio derecho a la propiedad, que en consecuencia no podrá garantizar a los ciudadanos. El argumento es enrevesado principalmente porque, si bien se mira, la alusión de la propiedad es en el fondo sólo la vía de entrada del recurso al Tribunal constitucional. En todo caso, fue este mismo el que, de manera indirecta y obviamente involuntaria, había dado acceso a esta interpretación extensiva y directamente ligada con los valores democráticos del derecho de propiedad, precisamente en su Sentencia de 1991  (117)  sobre los límites de la imposición directa en relación a su incidencia sobre la propiedad. El Tribunal reconoce que el dinero forma parte del derecho a la propiedad, y recuerda su jurisprudencia anterior ligando la propiedad a la libertad [money is coined freedom; it can be freely exchanged for things (apartado 92)]. Sin embargo, el valor del dinero no depende únicamente del Estado, y por lo tanto no puede estar garantizado sólo por éste (apartado 94), más aún en el contexto de una unión monetaria, donde la competencia ha sido transferida a otro ente (apartado 95).

Los demandantes entienden que el Gobierno federal no ha retrasado la entrada en la tercera fase hasta que se pudieran garantizar dichas condiciones, lo que a uno de enero de 1999, fecha de la entrada formal en la tercera fase, no estaría garantizado. Se cita en la Sentencia (apartados 37 a 39) la Resolución sobre la Unión Económica y Monetaria adoptada por el Bundestag el 2 de diciembre de 1992 donde se hacía hincapié en la necesidad de mantener una estricta estabilidad de las finanzas de los futuros integrantes de la tercera fase de la UME, llegándose a afirmar expresamente que «la futura moneda europea deberá mantenerse con la misma estabilidad que el marco alemán». Es decir, si no se trasponen los criterios de estabilidad y convergencia existentes ya en el derecho interno alemán, este país no podría participar en la UME. Esa idea habría de ser adoptada un año más tarde por el Tribunal Constitucional alemán, en la Sentencia ya citada, de 12 de octubre de 1993.

Para comprender en toda su extensión la relevancia del debate de la entrada en la unión monetaria en Alemania debe tenerse en cuenta que en este país existe una tradición constitucional de limitación del déficit, cuyas raíces en su historia reciente son bien conocidas, que deriva fundamentalmente de la regla contenida en el art. 115 de su Constitución, donde se señala que el rendimiento derivado del endeudamiento no deberá exceder del gasto total dirigido a la inversión previsto en el presupuesto. Con todo, el precepto deja expresamente una espita abierta al déficit, señalando la admisión de excepciones al citado límite al endeudamiento siempre que la finalidad radique en evitar una distorsión del equilibrio macroeconómico  (118) .

El debate en Alemania, aunque también en buena medida en el resto de Estados miembros de la UME, ha estado informado por la existencia de una fuerte tensión dialéctica entre la necesidad de profundizar en acuerdos económicos, con la adopción de decisiones comunes en materias atinentes a todas las áreas de la política económica, y la a menudo aparente imposibilidad, o contradicción, de llevar a cabo esta integración al margen de una mayor integración política. El mercado sin Estado al que hacía referencia C. Joerges termina así convirtiéndose en un Estado en paralelo. Esto explicaría la adopción de un modelo armonización suave de sistema económico, que si bien flexible, está orientado a la constitución de un mercado único, que en todo caso admite varias interpretaciones  (119) .

El problema de fondo es que la unión monetaria y sus consecuencias en el mapa de distribución competencial no siempre son claramente clasificables, de ahí que haya sido definido como un «modelo híbrido de gobernanza»  (120) , donde la política monetaria y la económica se encuentran totalmente escindidas y atribuidas a niveles de gobierno distintos, así como a una institución independiente como el BCE. Ahora bien, mientras que la política monetaria se encuentra atribuida en bloque a la UE, a través de la Comisión europea y el BCE, la política económica está en manos de los Estados miembros, pero también con obligaciones de «derecho blando» (soft law), que exigen su coordinación con el resto, y prevén una intensa intervención de la Comisión y el Consejo. Se trata de una solución de compromiso que da lugar a una situación inédita en los Estados de nuestro entorno, y que hace que el modelo de constitución económica europea sea único desde cualquier perspectiva  (121) .

Los peligros de este sistema se han puesto de manifiesto. Así, se ha señalado que si la UME restringe las posibilidad de actuación de los Estados miembros en el caso de una crisis económica, el resultado podrá ser justo el inverso al pretendido, pues las divergencias entre los Estados se incrementarán  (122) . Por otro lado, se pone en evidencia la existencia de una auténtica laguna institucional, pues si bien hay una institución que controla la política monetaria (el BCE), no hay otra parangonable que dirija la política económica, más allá de la función de coordinación que lleva a cabo la Comisión  (123) . Parte de estas críticas son evidentes en el funcionamiento del Pacto.

4.2.  El Pacto de Estabilidad y Crecimiento

El antecedente inmediato de la adopción del PEC y los motivos para su implantación se encuentran en la preocupación por la inestabilidad económica y presupuestaria en algunos Estados, en particular en Alemania  (124) . Esto es particularmente claro si se tiene en cuenta la propuesta inicial alemana citada supra (formulada por Theo Waigel, en noviembre de 1995), que era considerablemente más restrictiva  (125) . Sin embargo, siendo éste el elemento decisivo para el impulso de su adopción, el contexto en el que debe ubicarse el Pacto es sustancialmente más rico y complejo, pues radica en el proceso de coordinación de políticas económicas ligadas a la UME, elemento de armonización previo y necesario al control de la estabilidad  (126) .

Este proceso está ahora plasmado en el art. 99 del TCE, de acuerdo con el cual los Estados miembros deberán considerar sus políticas económicas «una cuestión de interés común», lo que conlleva la obligación de coordinar dichas políticas en el Consejo, según el procedimiento establecido en el art. 98. A su vez, este órgano deberá, por mayoría cualificada y sobre la base de una recomendación de la Comisión, elaborar «un proyecto de orientaciones generales para las políticas económicas de los Estados miembros y de la Comunidad», cuya finalidad es servir de base a una recomendación del Consejo estableciendo tales orientaciones generales (art. 99.2 TCE), que en todo caso serán supervisadas por el Consejo («supervisión multilateral», art. 99.3)  (127) . Este precepto conforma ya un estrecho marco de coordinación de la economía, antecedente necesario para la adopción posterior de las normas de estabilidad.

Asimismo, el Pacto se enmarca en una serie de medidas establecidas en el TCE por el Tratado de Maastricht, entre las que destaca la creación del Banco Central Europeo (BCE), en junio de 1998, cuyo papel en la coordinación de políticas económicas, no sólo monetarias (en el caso de que fueran escindibles), no debe perderse de vista. Este relevante papel ha generado críticas por un posible déficit democrático  (128) , lo que sólo en parte se podría atenuar a través de la estrecha relación entre el Banco y el Parlamento Europeo, así como con la Comisión, a través de los procedimientos regulados en el art. 113 del TCE.

Al mismo tiempo, se ha sostenido que sólo la más estricta independencia del BCE puede garantizar un aislamiento, necesario para su funcionamiento, con respecto de los Estados miembros  (129) . Sin embargo, precisamente dicha independencia del Banco ha generado problemas interpretativos no resueltos del todo, que nos limitaremos a apuntar aquí. Así, la naturaleza jurídica y la posición institucional del BCE, integrado en el Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC)  (130) , ha sido objeto de vivas discusiones doctrinales  (131) . Su no inclusión en el listado de entes institucionales del art. 7 del TCE suscitó la cuestión de cuál ha de ser el alcance de su independencia, y si ésta, por ejemplo, puede llegar a implicar que el SEBC sea en realidad una entidad jurídica separada, en paralelo a la Comunidad europea  (132) . La cuestión es particularmente relevante porque la UME está íntimamente ligada a la integración política de la Comunidad europea. En el debate académico, las posiciones varían entre la citada concepción del SEBC como entidad independiente, incluso una suerte de organización internacional fuera de la comunidad, y su consideración como una institución más de la Comunidad, similar a la Comisión en sus funciones  (133) . Sin entrar en este debate, que en todo caso no parece cerrado  (134) , lo principal es que el citado aislamiento no implica, como esta institución había pretendido, su ubicación extramuros de los Tratados. Así lo afirmó el TJCE en su Sentencia de 10 de julio de 2003 (C-11/00), Comisión vs. BCE, siguiendo la interpretación del Abogado general Jacobs, en sus Conclusiones, donde afirmaba claramente que «el BCE forma parte integrante del sistema comunitario. En mi opinión, la posición particular del BCE dentro de dicho sistema... no puede llevar a la conclusión de que el BCE sea un organismo que no forme parte de la Comunidad... Cabe describirlo como el Banco Central de la Comunidad Europea» (subrayado también en el texto original, pfo. 60)  (135) .

En todo caso, es evidente el papel del BCE en la propia configuración de la política económica de la Unión, más allá de la UME, sobre todo si se tiene en cuenta que su principal misión, controlar la estabilidad de precios (vigilar la inflación), implica la competencia exclusiva de fijar los tipos de interés, precisamente uno de los instrumentos de intervención en la economía más decisivos en una economía de mercado moderna.

En este contexto, la configuración que se hace en Maastricht del Pacto parece limitarse a que éste sirva para clarificar y desarrollar los arts. 103 y 104. En la práctica implica un endurecimiento considerable con respecto de las disposiciones del Tratado  (136) . El Pacto está así estrechamente ligado a la consecución y mantenimiento en estabilidad presupuestaria de la Unión Monetaria, para lo cual el control del déficit y del endeudamiento son elementos instrumentales  (137) . La vinculación entre estas dos variables, déficit y deuda, es tradicional en la literatura económica, pues la acumulación de déficits genera con el tiempo incremento de Deuda pública  (138) .

Desde esta perspectiva, el primer argumento, y también el más contundente para su adopción, de acuerdo con algunos comentaristas, es evitar los denominados inflationary debt bail-outs o la situación consistente en que todos los Estados de la UME puedan sufrir los efectos de una política fiscal arriesgada por parte de un Estado, y deban acudir a su rescate  (139) . Un segundo argumento es la neutralización de la presión inflacionaria, por el mismo motivo: la posibilidad de que dicha presión se traslade fácilmente de unos Estados a otros en una unión monetaria como la europea, produciendo efectos desbordamiento (spillovers)  (140) . Un tercer argumento, que ha recibido atención prioritaria entre los comentaristas, es limitar lo que sería una tendencia ya clásica de los Estados europeos: la acumulación de déficits sostenidos. De ahí en parte que se haga menor hincapié en el endeudamiento, relativamente, si bien esto ha sido objeto de duras críticas  (141) . Asimismo, en cuarto lugar, se trataría de forzar a los Estados a que internalicen los efectos desbordamiento de los tipos de interés internacionales que estarían asociados a la existencia de diferentes políticas financieras y económicas descoordinadas  (142) . Nótese que, para algunos autores, este último argumento es de hecho contraproducente: cuanto más se limiten los márgenes de actuación de los Estados miembros en relación con sus políticas económicas, menor margen tendrán también para desarrollar mecanismos de coordinación y cooperación entre sí  (143) . Esto conforma una paradoja que quedará reflejada posteriormente en toda su complejidad cuando se produzcan los primeros incumplimientos del Pacto: aunque éste es una consecuencia de la exigencia de coordinación de políticas económicas, una interpretación excesivamente rígida de las normas que lo integran pueden acarrear el efecto inverso: una limitación de las posibilidades de actuación de los Estados miembros para coordinar sus políticas económicas.

En la práctica, y como se ha resaltado, el Pacto implica la sustitución de la política fiscal con reglas «prefabricadas»  (144) . De ahí en parte que, desde su adopción, las normas de estabilidad recibieran duras críticas, que fueron sentando las bases para la reforma posterior. Entre los economistas, las críticas se han proyectado mayoritariamente sobre la selección, que se considera «arbitraria», de los dos criterios de referencia (el 3 y 60 por cien), cuyo fundamento teórico ha sido puesto en duda en numerosas ocasiones, la mayoría para negar la existencia de tal fundamento  (145) . No es nuestra intención en este lugar el discutir si es o no necesario controlar el déficit, sino de analizar las normas jurídicas que implementan dicha necesidad y la hacen vinculante. Sin embargo, valgan estas reflexiones para contestar los argumentos seguramente extremos de quienes por ejemplo sostienen que la estabilidad es una exigencia derivada automáticamente de la eficiencia en el gasto público. Estas relaciones, como las propias teorías económicas sobre las que se sustentan, no son ni inmutables ni lógicamente incontestables  (146) . Debe tenerse en cuenta que, si bien se mira, la adopción del Pacto va mucho mas allá de facilitar la estabilidad de la Unión monetaria, pues pretende convertirse en un mecanismo adicional de coordinación de las políticas económicas, en particular para la zona euro  (147) .

Como es sabido, lo que podemos denominar (con los debidos matices) el proceso de constitucionalización de estas normas, esto es, su inserción en el TCE y en el anexo conteniendo el PEC, no ha sido en absoluto pacífica, y se ha destacado en numerosas ocasiones el débil anclaje constitucional de la exigencia de estabilidad  (148) . Además de las consideraciones anteriores, se han apuntado diversos argumentos en contra de la idea misma de su plasmación en el TCE. Fundamentalmente, en cuanto a sus efectos esperados, se ha puesto en duda la eficacia de un sistema de control de déficit que en el fondo es externo a los propios gobiernos que incurren en ellos  (149) . El argumento central es que se trata de una regla impuesta desde el exterior, y cuyo cumplimiento requiere ineludiblemente voluntad política. También se ha cuestionado la idoneidad de establecer este tipo de reglas, que por su articulación técnica, como veremos, impiden a los gobiernos adoptar medidas estabilizadoras propias mediante una política financiera contracíclica  (150) . Esta crítica sin embargo ha sido contestada por quienes sostienen que este tipo de medidas no estabilizan, o al menos sus efectos no han sido comprobados, por lo que se trata de una limitación más aparente que real  (151) , pero ha sido también contestada afirmándose que no es posible disponer de flexibilidad alguna en la política fiscal si el sistema no parte de un cierto equilibrio, esto es, si no se dispone ya de finanzas saneadas  (152) .

Para comprender las críticas vertidas a la estabilidad, debe tenerse en cuenta que los valores de referencia acordados en el Consejo de Dublín de 1996, y finalmente plasmados en el Pacto eran de una dureza que, de acuerdo con los datos entonces ya disponibles, rayaba en la ciencia ficción: por ejemplo, entre 1974 y 1993, los Estados europeos tuvieron déficit excesivos (de acuerdo con los parámetros del PEC) en 202 ocasiones (o el 50 por cien de las ocasiones posibles). De todos ellos, sólo cinco habrían sido considerados de desequilibrio no excesivo  (153) . Es decir, no había fundamento real para pensar que el Pacto podía llegar a ser cumplido.

Por qué, entonces, cabe preguntarse, las citadas cifras. Una explicación simple, pero bastante factible, es que el 60 por cien representaba la media europea de relación entre el PIB y la deuda en 1992, es decir, el año que se aprueba el Tratado de Maastricht, mientras que, de acuerdo con algunos economistas al menos, una relación entre el déficit y el PIB del 3 por cien sería la cifra «estabilizadora» con una ratio de deuda del 60 por cien, teniendo en cuenta que el crecimiento nominal de la renta sea del 5 por cien, lo que sucedía, como media, entre los años ochenta y noventa en la Europa de entonces. Paralelamente, se ha señalado que la cifra del 3 por 100 venía a representar el nivel típico de gasto en inversión, y teniendo en cuenta la golden rule o regla de oro de las finanzas de acuerdo con la cual, para garantizar la estabilidad financiera, sólo deben permitirse los déficits que no superen la tasa de inversión pública, parecía una cifra adecuada  (154) . Así las cosas, no resulta sorprendente que el Pacto haya comenzado a generar problemas de cumplimiento precisamente coincidiendo con un leve descenso del crecimiento económico, al menos por parte de los Estados tradicionalmente considerados motores económicos de la Unión Europea (Alemania y Francia).

Como se comprobará a lo largo de este trabajo, la estabilidad no es exactamente un principio, ya que la delimitación de la estabilidad por relación a dos magnitudes fijas acerca la noción a la categoría de regla, que no admite por tanto modulaciones. Las flexibilizaciones posteriores de la aplicación práctica de la norma de estabilidad han supuesto de hecho un incremento del número de reglas que componen la estabilidad, de manera que se amplían las posibilidades de maniobra de los Estados que, por ejemplo y como veremos, podrán presentar déficit en determinados momentos del ciclo.

En la hora actual, la estabilidad es un conjunto complejo de reglas, orientadas a la coordinación de políticas económicas de los Estados miembros a través de diversos procedimientos, cuya finalidad al mismo tiempo es garantizar el adecuado funcionamiento de la política monetaria común y, en particular, la garantía de la competitividad de la moneda común en el mercado internacional. A partir de ahí, los Estados miembros gozan de un margen de libertad relativamente amplio para configurar sus políticas económicas, y para establecer, si así lo desean, normas específicas para garantizar la consecución de la estabilidad en su sistema jurídico.
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